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Cartagena de Indias D. T. y C, veintiocho (28) de mayo de dos mil veintiuno 

(2021)  

 

I. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO. 

 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho / Disciplinario  

Radicado 13-001-23-33-000-2015-00784-00 

Demandante Rafael Enríquez Pretelt Martínez  

Demandado Procuraduría General de la Nación  

Tema Sanción disciplinaria  

Magistrada Ponente  Marcela De Jesús López Álvarez 

 

I.- PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede la Sala de Decisión Nº 001 a dictar sentencia de primera instancia, 

en el proceso promovido por el señor Rafael Enríquez Pretelt Martínez; quien 

actúa en nombre propio, contra la Procuraduría General de la Nación, en el 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

pretendiendo las siguientes declaraciones y condenas:  

  

II.- ANTECEDENTES 

2.1. PETITUM. 

 

Nulidad de los fallos de primera y segunda instancia dentro del proceso de 

radicación N° IUS2013-30497/ IUC 2013-36-583749, proferido por la 

Procuraduría Provincial de Cartagena en fecha 27 de mayo de 2015 y el de 

radicación N° IUC-D-2013-36-583749/ IUS 2013-30497, emitido por la 

Procuraduría Regional de Bolívar, mediante fallo de segunda instancia de 

fecha 24 de julio de 2015, que contiene el acto administrativo  atacado 

como lo es la Resolución N° 005, que impone sanción disciplinaria al Concejal 

del Municipio de Turbaco – Bolívar, durante el periodo 2012, por falta 

calificada como gravísima a título de dolo, imponiendo sanción consistente 

en destitución e inhabilidad por el término de 15 años. Que se restituyan los 

derechos políticos de ser elegido por voto popular y en especial ejercer 

cargos públicos.   
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Como consecuencia se declare que existe falsa motivación del acto 

administrativo sancionatorio los cuales están revestidos con claridad 

meridiana de arbitrariedad judicial toda vez que en los mencionados fallos se 

prescinde de pruebas decisivas y se le restituya al cargo como concejal del 

Municipio de Turbaco y se ordene el pago de los honorarios dejados de 

percibir como consecuencia del destitución decretada, se cancele las sumas 

que por derecho a la seguridad social correspondan, anular el registro de la 

sanción impuesta que aparece en el sistema de información misional (SIM) de 

la Procuraduría General de la Nación, se elimine el reporte de la sanción que 

se refleja en SIRI y se condene en costas a la demandada.   

 

2.2. HECHOS 

 

A continuación, se resumen los narrados en la demanda así:  

 

El 31 de enero de 2013, el señor Alfonso Ignacio Torres Espinosa presentó 

queja en contra del actor, por presunta responsabilidad disciplinaria en el 

desempeño del cargo de Presidente del Honorable Concejo Municipal de 

Turbaco Bolívar.  

 

La Procuraduría General de la Nación ordena apertura de la indagación 

preliminar, a través de auto de fecha 28 de febrero de 2013, dando el grado 

de Concejal de Turbaco al quejoso Alfonso Ignacio Torres Espinosa, cuando 

jamás resulto elegido en el debate electoral. 

 

Una vez designado el doctor Edwin Murillo Valdelamar como vocero del 

alcalde ante la comisión tercera de presupuesto, se procedió al estudio del 

proyecto y la elaboración de la ponencia para el informe de comisión para 

primer debate. 

 

Una vez debatida la ponencia presentada a la comisión, constituyó el 

informe de comisión que fue aprobado en primer debate sin ningún reparo ni 

objeción por alguno de los integrantes de la comisión.  

 

Conforme lo dispuesto por el art. 152 de la Ley 734 de 2002 procede la 

Procuraduría Provincial de Cartagena a decidir sobre el mérito de la 

indagación preliminar por las presuntas modificaciones al presupuesto que 

fue aprobado en el Concejo Municipal de Turbaco para la vigencia 2013.   
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Una vez ordenada la investigación disciplinaria en contra de los 14 

concejales que votaron y aprobaron el presupuesto contenido en el Acuerdo 

021 de 30 de noviembre de 2012, se procede por la Procuraduría Provincial 

de Cartagena a recaudar una serie de pruebas tendientes a demostrar la 

responsabilidad.   

 

Adelantadas todas las etapas procesales en donde la parte actora solicitó 

nulidades, por violación al debido proceso, la Procuraduría Provincial de 

Cartagena el día 21 de enero de 2015, procede a evaluar el mérito de la 

investigación disciplinaria de radicado IUS 2013-30497/IUC2013-36-583748 en 

la cual de conformidad con el art 73 de la ley 734 de 2002, ordenó la 

terminación del proceso disciplinario y el archivo de las diligencias a favor de 

todos los concejales que aprobaron el proyecto, por considerar que quedó 

plenamente demostrado que la conducta atribuida a los concejales no 

fueron cometidas por ellos, excepto respecto del señor Rafael Pretelt 

Martínez.  

 

El día 27 de mayo de 2015, procede el despacho a dictar fallo de primera 

instancia en contra del actor; el cual fue confirmado por el Procurador 

Regional de Bolívar con fallo de segunda instancia de fecha 24 de julio de 

2015.                

 

2.3. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

 

Invoca en su demanda como sustento de sus pretensiones las siguientes 

normas de orden constitucional y legal:  

 

Constitucionales:  

- 1, 2, 6, 29, 40, 121, 123, 124, 313 y 315. 

 

Normas Legales:  

 

- Ley 734 de 2002. 

- Ley 136 de 1994. 

- Decreto 111 de 1996. 

 

2.4. POSICIÓN DE LAS PARTES 
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2.4.1. La parte demandante. 

 

Afirma que se transgredieron las disposiciones constitucionales citadas, por 

cuanto se desconocieron las obligaciones en ellas contenidas en la 

ejecución de la política económica por parte de las entidades territoriales en 

representación del Estado. Que el presupuesto público es el instrumento 

mediante el cual ejerce su función de financiador o proveedor directo de 

bienes y servicios. Como parte del proceso de gestión estatal de planeación 

en el presupuesto se materializan en propuestas cuantificadas los diferentes 

propósitos del gobierno que se ejecutaran a través de las entidades 

encargadas de su administración.   

 

El alcalde es quien tiene el deber funcional de elaborar y presentar al 

concejo municipal, el proyecto de presupuesto, para su aprobación. Los 

montos de ingresos y rentas del proyecto de presupuesto presentado por el 

alcalde, no pueden ser modificados sin concepto previo y favorable del 

alcalde, expresado en forma escrita. Luego entonces cuando se reúnen con 

el alcalde y se le manifiesta la posición del Concejo en el que se tiene toda la 

intención de aprobar el proyecto a pesar de que conforme el art. 64 del 

Decreto 11 de 1996, armónico con el art. 346 de la C.N; su presentación fue 

extemporánea, no se viola disposición alguna, toda vez que conforme al art. 

315 de la C.N; esta es una atribución del Alcalde. Y cuando el alcalde 

delega la representación en el asesor, el ponente actúa respaldado por el 

mandato que le ha sido encomendado al asesor por parte de la primera 

autoridad del municipio, luego existe falsa motivación del acto cuando en él 

se señala que los ajustes realizados en el informe no tienen fundamento legal 

por no haber sido aprobados por el Secretario de Hacienda, quien para la 

Procuraduría era el único que podía autorizar los ajustes dados en los anexos. 

Se olvida que un mandato constitucional está por encima de lo señalado en 

un Decreto o en una ley.      

 

En cuanto a la norma del código disciplinario único es claro que  el principio 

de in dubio pro disciplinado emana de la presunción de inocencia, pues esta 

implica un juicio en lo que a las pruebas y a la obligación de dar un 

tratamiento especial al procesado. La violación del art. 9 de la Ley 734 de 

2002 referente a que la duda razonable se resolverá a favor del investigado 

cuando no haya modo de eliminarla. En las pruebas que fueron recaudadas 

se está en frente a una serie de dudas, a tal punto que todos los concejales a 

quienes se le recibió declaración bajo juramento manifiestan no recordar 
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muchos de los aspectos investigados, no saber sobre los hechos y situaciones 

que se dieron en los debates, llegando al extremo de afirmar algunos de ellos 

que desconocen el informe de comisión firmado por ellos mismos.     

 

El Decreto 111 de 1996 otorga la potestad al señor alcalde de objetar el 

presupuesto por inconveniencia, caso en que el acuerdo es devuelto al 

Concejo y si se acepta las objeciones se remite de nuevo al alcalde 

corregido, si no  acepta las objeciones el concejo, se envía al alcalde para su 

sanción, en caso de no hacerlo el concejo podrá sancionar el acuerdo. 

Manifiesta la procuraduría que la discrecionalidad administrativa de que 

goza el señor alcalde, lo exime de responsabilidad en el evento de que sin su 

autorización se hubiese cambiado el presupuesto, consignando partidas y 

rubros no autorizados ni sugeridos por como jefe de la administración, a pesar 

de saber que no fue lo asignado  por el en el proyecto de presupuesto que 

remite al concejo para su aprobación. Esto no es verdad ya que la 

discrecionalidad administrativa, si bien implica el arbitrio de quien la posee 

para decidir ese arbitrio estará limitado, de tal manera que no se ejerza 

caprichosamente, sino teniendo en cuenta fundamentalmente los intereses 

públicos consagrados en la ley, así como la lógica, la racionalidad y la 

justicia. Por tal razón de haberse ajustado el presupuesto sin su autorización, el 

alcalde le asistía la obligación legal de objetarlo.   

 

2.4.2. Parte demandada. 

 

La Procuraduría, en síntesis, contestó lo siguiente: 

Se opone a todas y cada una de las pretensiones, alegando que esta actuó de 

conformidad con la Constitución y la ley para efectos de adelantar el tramite 

disciplinario en contra del actor, aunado al hecho de que durante toda la 

etapa procesal se le garantizó el legítimo derecho a defenderse y contradecir 

las decisiones tomadas al interior del proceso administrativo.   

El material probatorio allegado al expediente da cuenta que el disciplinado en 

su condición de Presidente de la Corporación, al atender el Acuerdo 021 del 30 

de noviembre de 2012, discrecionalmente incorporó las modificaciones 

presupuestales , incurriendo en la descripción típica de falsificación ideológica 

en documento público.  

Los fallos disciplinarios no solo se basaron en el análisis de los testigos sino de las 

actas de plenaria del Concejo y en el informe de la comisión de presupuesto, 
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documentos en los cuales se hace alusión a las modificaciones o sugerencias 

propuestas respecto de los arts. 44, 51 y 59. 

Es preciso señalar que en el proceso disciplinario en el que fueron proferidos los 

actos acusados, se respetó íntegramente la garantía fundamental al debido 

proceso y defensa del actor, en la medida en que la formulación de cargos se 

hizo mención de las conductas imputadas y de la consagración de cada una 

de ellas como constitutivas de falta disciplinaria; se citaron las correspondientes 

normas que establecían el deber jurídico incumplido; se indicó la clase de 

imputación subjetiva que se hacía al servidor público respecto de cada 

conducta y se explicó suficientemente su sentido y alcance; se calificaron las 

faltas disciplinarias imputadas; y se comentaron y resaltaron las pruebas que 

servían de base a las impresiones a que iba llegando el operador disciplinario.  

El actor tuvo la oportunidad de manifestarse en forma clara, detallada y 

profunda, respecto de las imputaciones que se le hicieron; rindió las 

explicaciones que consideró necesarias y ejerció su derecho fundamental de 

probar y contradecir, es decir, su derecho de defensa dentro del marco de la 

garantía fundamental al debido proceso.  

 

2.5. ACTUACIÓN PROCESAL  

 

La demanda fue presentada el día 11 de diciembre de 2015, y paso seguido se 

repartió entre los Magistrados del Tribunal Administrativo de Bolívar, 

correspondiéndole al Dr. José Ascensión Fernández Osorio, en ese entonces, 

titular del Despacho Nº 001.    

 

Mediante auto de 13 de septiembre de 2016, se admitió la demanda; por 

medio de providencia adiada 12 de junio de 2017, se fijó fecha y hora para la 

realización de la audiencia inicial.  

 

La audiencia en aplicación de lo señalado en el artículo 180 del C.P.A.C.A, se 

desarrolló en las etapas de saneamiento, excepciones previas, fijación de 

litigio, decreto de pruebas, posibilidades de conciliación.  En la etapa de 

saneamiento, se concluyó que no había irregularidades dentro del desarrollo 

del proceso. El litigio se fijó en los siguientes términos: determinar si la sanción 

impuesta al actor se ajustó a los preceptos constitucionales y legales.” 
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En audiencia de pruebas realizada el día 13 de diciembre de 2017, se ordenó 

correr traslado a las partes por el término de diez (10) días, para que 

presentaran sus alegatos por escrito. Dentro de dicho término las partes, 

presentaron sus alegaciones.  El señor Agente del Ministerio Público NO emitió 

concepto.  

 

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA. 

 

3.1. Competencia. 

Es competente este Tribunal para conocer del presente proceso en primera 

instancia, de acuerdo a lo establecido en el artículo 152, numeral 3 de la ley 

1437 de 2011. 

 

3.2. Problema jurídico.  

Tal como se dispuso en la fijación del litigio, el debate se centra en determinar 

si estuvieron ajustados a derecho los fallos disciplinarios de primera y segunda 

instancia proferidos por la Procuraduría General de la Nación. 

 

Para resolver el problema jurídico planteado, el Despacho procederá a 

realizar un estudio del material probatorio vertido en el plenario y la 

normatividad aplicable al caso en discusión. 

 

3.3. Tesis.  

 

Se negarán las pretensiones de la demanda, debido a que el actor no 

cumplió con su carga y/o deber de desvirtuar la presunción de legalidad que 

cobija los actos administrativos.  

 

3.4. Marco normativo y jurisprudencial. 

 

3.4.1. Control jurisdiccional de las sanciones disciplinarias. 

Respecto del control jurisdiccional de los procesos disciplinarios, el Honorable 

Consejo de Estado1 ha manifestado lo siguiente: 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN "B". Consejero 

ponente: VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA. Bogotá, D.C., treinta (30) de agosto de dos mil doce (2012). 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR  

SENTENCIA No.    033 /2021  

SALA DE DECISIÓN No. 001 

 

                          

  
 

  
 

 

Radicado: 13-001-23-33-000-2015-00784-00 

Demandante: Rafael Enríquez Pretelt Martínez 

 

 
 

 
Código: FCA - 008 

 

 

 

 

Versión: 03 

 

 

 

 

Fecha: 03-03-2020   

 

 

 

Página 8 de 27 
 
 

 

“Esta Sección ha señalado reiteradamente2 que según el diseño Constitucional, la 

Procuraduría General de la Nación tiene la titularidad de la acción disciplinaria y 

goza de un poder preferente, que no excluye la facultad atribuida a algunas 

entidades para ejercerla directamente, pero en ambos casos sometida al control 

judicial por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. No obstante, 

dicho control no se ejerce de cualquier modo, sino que está sujeto a limitaciones y 

restricciones que lo alejan de convertirse en una tercera instancia. Al respecto, 

resulta pertinente reiterar lo que expresó la Sala en el fallo de 3 de septiembre de 

20093 en la cual consideró: 

 

“De esta manera la posibilidad de demandar ante la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa las providencias que culminan el proceso 

disciplinario, no implica trasladar, de cualquier manera, a la sede contenciosa 

administrativa el mismo debate agotado ante las autoridades disciplinarias. 

Dicho de otra manera, el juicio que se abre con la acción de nulidad, no es 

una simple extensión del proceso disciplinario, sino que debe ser algo 

funcionalmente distinto, si es que el legislador consagró el debido proceso 

disciplinario como el lugar en que debe hacerse la crítica probatoria y el 

debate sobre la interrelación de la normatividad aplicable como soporte de 

la sanción, además del principio de la doble instancia, como una de las 

garantías más importantes para ser ejercidas en el interior del proceso. 

 

Bajo esta perspectiva, el control de legalidad y constitucionalidad de los 

actos de la administración, que la Constitución ha confiado a la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, implica una especial cualificación y depuración 

del debate, pues dicho control no puede convertirse en un nuevo examen de 

la prueba como si de una tercera instancia se tratara. 

 

Decantado que el juzgamiento de los actos de la administración, no puede 

sustituir de cualquier manera el poder preferente de la Procuraduría General 

de la Nación, es menester añadir que ello tampoco implica la intangibilidad 

de los actos de juzgamiento disciplinario, pues ellos están sometidos a la 

jurisdicción.  

 

(…) 

 

Entonces, en línea de principio puede predicarse que el control que a la 

jurisdicción corresponde sobre los actos de la administración, cuando ésta se 

                                                                                                                                                                                      
Radicación número: 11001-03-25-000-2011-00473-00(1852-11). Actor: YEISON IVAN BARRERA CORREDOR Y OTROS. 

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL. 

2 Ver, entre otras, las siguientes sentencias proferidas por la Subsección Segunda, Subsección B: i) Número interno 

2108-2008, del 7 de abril de 2011, actor: José Néstor González Romero, ii) Número interno: 532-2010, del 12 de mayo 

de 2011, actor: David Turbay Turbay, iii) Número interno:2157 de 2005, del 19 de mayo de 2001, actor: Remberto 

Enrique Corena Silva y, iv) Número interno: 1460-2009, del 23 de junio de 2011, actor: Miguel Ángel García López. 

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”. C.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. Eexpediente  No 

11001032500020050011300. No. Interno: 4980-2005.  Actor Diego Luís Noguera Rodríguez contra la Nación – 

Procuraduría General de la Nación. 
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expresa en ejercicio de la potestad disciplinaria, debe mantenerse al margen 

de erigirse en un nuevo momento para valorar la prueba, salvo que en su 

decreto y práctica se hubiere violado flagrantemente el debido proceso, o 

que la apreciación que de esa prueba hace el órgano disciplinario resulte ser 

totalmente contra evidente, es decir, reñida con el sentido común y alejada 

de toda razonabilidad. Por lo mismo, el control judicial del poder correccional 

(…) no puede ser el reclamo para que se haga una nueva lectura de la 

prueba que pretenda hacer más aguda y de un mayor alcance, pues esa 

tarea corresponde a las instancias previstas en el C.D.U.” (Negrillas de la Sala). 

 

Todo lo anterior implica que en sede judicial, el debate discurre en torno a la 

protección de las garantías básicas, cuando quiera que el proceso disciplinario 

mismo ha fracasado en esa tarea, es decir, en el evento en el que el trámite 

impreso a la actividad correccional resulta intolerable frente a los valores 

constitucionales más preciados, como el debido proceso, el derecho de defensa, 

la competencia del funcionario y de modo singular, si el decreto y la práctica de 

las pruebas se hizo atendiendo estrictamente las reglas señaladas en la 

Constitución y en la ley. 

 

A pesar de lo dicho, no cualquier defecto procesal está llamado a quebrar la 

presunción de legalidad que ampara a los actos de la Administración, pues la 

actuación disciplinaria debe adelantarse con estricta sujeción a las normas que la 

regulan, las cuales están inspiradas en las garantías constitucionales básicas.  

 

En ese sentido, si de manera general los actos de la administración están dotados 

de la presunción de legalidad, esa presunción asume un carácter más valioso en el 

juicio disciplinario, en el cual el afectado participa de modo activo en la 

construcción de la decisión, mediante el ejercicio directo del control de la 

actividad del Estado, cuando ella se expresa en su fase represiva. Dicho en breve, 

es propio de la actividad disciplinaria, que el control de las garantías sea la 

preocupación central del proceso correccional. Por ello, cuando el asunto se 

traslada y emerge el momento del control judicial en sede Contencioso 

Administrativa, no cualquier alegato puede plantearse, ni cualquier defecto menor 

puede erosionar el fallo disciplinario.” 

 

Dentro del anterior marco, el despacho abordará el estudio del caso 

concreto. Para ello, analizará los cargos propuestos por el demandante, los 

argumentos de defensa expuestos por la entidad demandada y, el caudal 

probatorio obrante en el expediente. 

- Análisis probatorio y caso concreto.  

 

Obra en el expediente, fallo de primera instancia fechado 27 de mayo de 

2015, del proceso adelantado contra el señor Rafael Enrique Pretelt Martínez, 

en su calidad de Concejal del Municipio de Turbaco – Bolívar, radicado bajo 

el número IUS 2013-30497/IUC 2013-36-583748, en ella se considere entre otras 

cosas lo siguiente: 
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 “corolario de lo anterior se trae a colación los testimonios de los concejales Juan 

Esteban Acuña y Leonardo Cabarcas, practicados en la etapa de descargos, 

integrantes de la comisión tercera de presupuesto quienes participaron en la 

aprobación en primer debate del referenciado proyecto de acuerdo, quienes 

reiteran que las únicas modificaciones efectuadas al proyecto de presupuesto de la 

vigencia 2013, presentado por el alcalde municipal de Turbaco, fueron los art. 51, 59 y 

44. 

 

El testigo Juan Esteban Acuña… podría informar al despacho si el concejal Rafael 

Pretelt Martínez, en el estudio en primer y segundo debate del proyecto de 

presupuesto de la vigencia 2013 informó sobre modificaciones sustanciales en la parte 

numérica del proyecto de presupuesto de la vigencia 2013. Contesto: solo quedaron 

modificadas los tres artículos y eso quedó plasmada en el acta 102 del 30 de 

noviembre de 2012.  

 

De igual forma, respecto de las modificaciones realizadas al proyecto de 

presupuesto, el concejal Leonardo Cabarcas…. Sírvase informar al despacho que 

modificaciones se realizaron en primer y segundo debate al proyecto de presupuesto 

de rentas, recursos y gastos de capital vigencia 2013, que presentó al alcalde de 

Turbaco al concejo municipal. Contesto: fueron tres artículos 44, 51 y 59 del proyecto 

de presupuesto de la vigencia…. Podría informar al despacho si el concejal Rafael 

Pretelt Martínez, en el estudio en primer y segundo debate del proyecto de la 

vigencia 2013, informo sobre modificaciones sustanciales en la parte numérica del 

proyecto de presupuesto de la vigencia 2013. Contesto: no se le conoce el uso de la 

palabra al doctor Rafael Pretelt Martínez.  

 

… 

 

Así mismo se deja sentado que el investigado en el curso y direccionamiento del 

primer debate como integrante de la comisión tercera de presupuesto y como 

ponente del proyecto de acuerdo que se investiga en el presente proceso no coloco 

en conocimiento de la comisión las modificaciones efectuadas a los rubros y/o 

apropiaciones del proyecto que se sometía a discusión en primer debate. 

 

Ahora bien el acta n° 102 del 30 de noviembre de 2012…. Se preceptúa lo siguiente:    

… el H.C Rafael Pretelt y hace Observaciones con respecto a los artículos 44, 51 y 59 

que deben ser modificados y, que el acuerdo debe ser corregido para su sanción. 

 

Se extrae la parte pertinente de la declaración bajo juramento rendida el 06 de 

marzo de 2015 por el concejal Iván González Burgos: 

 

….el  modus operandi de la aprobación de los presupuestos de los municipios, es a la 

comisión de presupuesto la que hace su primer estudio y aprobación. En plenaria 

simplemente se ratifica, porque no es del resorte de los concejales por ley no estamos 

facultados para reformar el presupuesto municipal hay 3 artículos que se sugirieron 

que están en el acta 102 y que están en la declaración juramentada que se rindió. 

Testimonio del concejal Donaldo Enrique Montes Marriaga. Rendido el 12 de marzo de 

2015. Se extrae la parte pertinente. 

 

… preguntado: sírvase informar si usted aprobó las modificaciones numéricas al 

proyecto de presupuesto de la vigencia 2013, presentado por el alcalde al concejo 

municipal. Contesto: es que no hubo, modificaciones por que el presupuesto se vacío 

(SIC) en el informe de comisión,…. Contesto: lo dije anteriormente si usted compara 

los ítems del informe de comisión y el presupuesto los ítems son exactos. 
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Testimonio del concejal Alfredo Arnedo Carrasquilla, recibido el 12 de marzo de 2015, 

se extrae la parte pertinente: 

 

… como dije anteriormente las modificaciones al presupuesto tienen una instancia 

estas se pueden realizar en el ante proyecto, en el concejo, desde que estoy en la 

corporación, no he visto que se haga, nosotros como concejales podemos hacer 

sugerencias en lo que son facultades la parte aritmética o rubro solo puede 

modificarla el alcalde o su delegado cuando le presenta el anteproyecto. En caso 

que la comisión sugiera cambios en los rubros presupuestales estos debía hacérsele 

cinco días calendario al recibido del proyecto de presupuesto y el alcalde si no está 

de acuerdo con las objeciones o sugerencias debe responder en tres días calendarios 

y en caso de no hacerlo el proyecto en estudio sigue su curso, igual sobre la pregunta 

de que si hubo modificaciones creo que a excepción del secretario del concejo es 

que puede mirar el informe de comisión y sus anexos en caso que lo hubiere, es decir 

no hacia parte de la comisión por ende no conozco el contenido de los anexos del 

cual me entere luego de haber sido sancionado y miro con extrañeza que el alcalde 

que tiene una oficina jurídica con asesores expertos en materia de presupuesto 

permita que se sancione un proyecto que no va acorde con lo presentado en el 

concejo…   

 

Ahora bien, según declaración jurada de la señora Yasmina Arellano Torres, quien 

para la época ostento el cargo de secretaria general de esa corporación 021 del 30 

de noviembre de 2012, una vez aprobado en segundo debate por la plenaria de 

concejo municipal respondido que el señor presidente se había encargado de ello.     

… 

En consecuencia el comportamiento del investigado se adecua a la descripción 

típica de falsedad ideológica en documento público, en la medida que en si 

condición de presidente del concejo municipal para el periodo 2012 extendió el 

acuerdo n 021 del 30 de noviembre de 2012, consignando en ese documento 

modificaciones sustanciales en la parte de ingresos y gastos contrarias a la realidad 

que se traducen en la creación, eliminación, reducción y adición  de partidas 

presupuestales, por cuanto no fueron aprobados por el concejo municipal de 

Turbaco en segundo debate.  

 

Así entonces del acervo probatorio allegado al expediente se encuentra probado lo 

siguiente: 

 

1. Que el acuerdo n 021 del 30 de noviembre de 2012 suscrito por el investigado, es 

totalmente diferente al proyecto de acuerdo de presupuesto presentado por el 

alcalde municipal y al que aprobó el concejo, en sesión de segundo debate. 

2. Que le acuerdo n 021 del 30 de noviembre de 2012 suscrito por el investigado 

corresponde al mismo documento que se remitió a la alcaldía municipal de 

Turbaco para su sanción y que efectivamente le fue  sancionado.    ” 

 

Fallo de segunda instancia, Radicado IUC-D-2013-36-583749, IUS 2013-30497, 

del 24 de julio de 2015, en la cual se razonó entre otras cosas para confirmar 

la decisión de primera instancia lo siguiente: 

 

 “…. 

 En ese  orden de ideas, amanera de introducción analítica frente al debate 

disciplinario que nos ocupa, procede a hacer alteraciones de un presupuesto 
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aprobado en debate en el concejo para que sea llevado con cambios en sus rubros 

a la firma o sanción del alcalde mayor, violenta de forma grosera y delictiva una 

responsabilidad pública en cabeza de aquel o aquellos  servidores que han sido 

designados por el mandato popular… 

… 

Es que aquí, en esta sede disciplinaria no se discute la atribución legal que tiene el 

alcalde para sancionar u objetar un acuerdo de presupuesto. Lo que evidentemente 

plantea el a quo y para esta segunda instancia en sede disciplinaria es evidente, es 

que bajo ningún  concepto dentro de la órbita funcional, un concejal unilateralmente 

altere, falsifique o cambie el presupuesto aprobado y enviar otro distinto en montos al 

alcalde mayor, so pretexto que esto es competencia del representante legal del 

municipio, es decir, sancionarlo u objetarlo. El hecho que el alcalde lo valide con su 

firma, no desnaturaliza la actividad delictiva y sistemáticamente ilícita de quien lo 

extendió. 

 

Del cotejo realizado por el Despacho al proyecto de presupuesto de la vigencia 2013, 

presentado por la administración municipal al concejo de la entidad territorial, el 20 

de noviembre de 2012, aprobado por la plenaria de la corporación en sus tres 

componentes: …tal y como fue presentado por la administración y el acuerdo 021 del 

30 de noviembre de 2010 remitido por el señor presidente para la época de los 

hechos Rafael Pretel Martínez, se acreditan las modificaciones sustanciales, que 

justificaron su sanción y ha llegado el momento de decirlo, debe corresponder en 

esta sede, ser conformada en su integridad y esto, por cuento tenemos evidencias 

como las arriba anotadas, que se encuentran soportadas con actuaciones que lo 

arrimaron al expediente dotadas de toda validez y legitimidad así:  

 

Oficio recibido el 19 de julio de 2013, suscrito por el secretario de hacienda de 

Turbaco, dirigido a esta Procuraduría, mediante el cual remite copia del acuerdo 021 

del 30 de noviembre de 2013, por medio del cual se aprueba el presupuesto para la 

vigencia fiscal 2013. 

 

Además en cuanto al despliegue de la conducta queda acreditado que le concejal 

Rafael Pretelt Martínez, fue el ponente del proyecto de presupuesto vigencia 2013 

que radico la administración municipal, e íntegro la comisión tercera de presupuesto. 

También se pone de  presente, según el informe de las comisiones terceras de 

presupuesto, que en el primer debate las únicas modificaciones realizadas al 

proyecto de acuerdo se contaren al art. 44 y a la no aprobación de los art. 51 y 59. 

 

También fue arrimado de forma legal, el acuerdo n 021 del 30 de noviembre de 2012, 

por medio del cual se aprueba el presupuesto general del municipio de Turbaco para 

la vigencia 2013, que no corresponde al aprobado por el concejo, es suscrito por el 

concejal Rafael Pretelt Martínez, en su condición de presidente y yasmina Arellano 

Torres, como secretaria general. Es patente que el contenido de este acuerdo defiere 

sustancialmente del documento que fue aprobado por el concejo o en otras 

palabras el acuerdo que firmó el presidente no es el mismo que aprobaron los 

concejales. 

Una vez aprobado el proyecto de presupuesto de ingresos, recurso de capital y 

gastos del municipio de Turbaco para la vigencia 2013, por la plenaria del concejo en 

segundo debate tal y como quedo consignado en el acta n 102 del 30 de noviembre 

de 2012. Este debió ser remitido para la respectiva sanción al alcalde municipal, 

circunstancia que ocurrió pero con una conducta ilícita. 

… 

En consecuencia el comportamiento del investigado se adecuada a la descripción 

típica de falsedad ideológica en documento público, en la medida que, en su 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR  

SENTENCIA No.    033 /2021  

SALA DE DECISIÓN No. 001 

 

                          

  
 

  
 

 

Radicado: 13-001-23-33-000-2015-00784-00 

Demandante: Rafael Enríquez Pretelt Martínez 

 

 
 

 
Código: FCA - 008 

 

 

 

 

Versión: 03 

 

 

 

 

Fecha: 03-03-2020   

 

 

 

Página 13 de 27 
 
 

condición de presidente del concejo municipal para el periodo 2012, extendió el 

acuerdo n 021 del 30 de noviembre de 2012, consignado en ese documento 

modificaciones sustanciales en la parte de ingresos y gastos contrarias a la realidad 

que se traducen en la creación, eliminación, reducción y adición de partidas 

presupuestales, por cuanto no fueron aprobadas por el concejo municipal de 

Turbaco, en segundo debate.    ” 

 

Proyecto de presupuesto de rentas, recursos de capital y gastos del municipio 

de Turbaco para la vigencia fiscal de enero 1 a diciembre 31 de 2013, en la 

cual se dispuso en los art. 44, 51 y 59: 

 

 “art. 49. Las apropiaciones liquidas para los gastos de inversiones, se ejecutaran de 

acuerdo a los vencimientos pactados en los respectivos contratos y en la reserva 

constituida por la Secretaria de Hacienda. 

 

Art. 51. Los gatos de representación a favor de cualquier empleado excluyen los 

gatos de movilización. En materia de asignaciones y remuneraciones se acatara lo 

dispuesto en la constitución nacional, la ley y sus decretos reglamentarios y el 

acuerdo de escala de remuneración que expedida el concejo municipal. 

 

Art. 59. Concede facultades protempore hasta el 31 de diciembre de 2013 al alcalde 

municipal para modificar, incorporar y adicionar, trasladar, partidas presupuestales, 

cuando durante la ejecución de presupuesto general del municipio sea indispensable 

aumentar el monto de las apropiaciones para completar las que sean insuficientes, 

ampliar los servicios existentes. O establecer nuevos servicios autorizados por la ley y 

los acuerdos.” 

 

Informe de comisión para primer debate, ponente Rafael Pretelt Martínez, 

miembros Rayzza Ahumada Ochoa, Leonardo Cabarcas, Oscar Carrillo y 

Juan E. Cantillo; en ella se plasma que la comisión no imparte aprobación en 

el articulado 44,51 y 59, exponiendo que esa facultad no es del resorte de un 

acuerdo municipal, sino del manejo administrativo del ejecutivo.   

 

Acuerdo N° 021 de noviembre 30 de 2012, por medio del cual se aprueba el 

presupuesto general del municipio de Turbaco bolívar para la vigencia fiscal 

2013, en la que se estipulo en los art. 44, 51 y 59, el siguiente texto: 

 

 “Art. 44. Las visitas, solicitud de libros, comprobantes de cajas y todo lo que atañe a 

los estados financieros de los órganos y entidades que manejan recursos del 

presupuesto general del municipio solo se ordenaran cuando estos bienes no rindan 

los informes de ley correspondientes debidamente soportados.  

Art. 51. Las apropiaciones incluidas en el presupuesto del municipio son autorizadas 

máximas de gatos  que le concejo municipal da a la administración y expira el 31 de 

diciembre de cada año. Después de dicha fecha las apropiaciones de ese año no 

podrán adicionarse, ni transferirse ni contradecirse. En consecuencia los saldos que 

demanden insumos y otros gastos que no hubiese sido utilizado basta esa misma 

fecha, expiraran también. 
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Art. 59. Este acuerdo, rige a partir del primero (01) de enero del año dos mil trece 

(2013) y deroga todas disposiciones que le sean contrarias.  ” 

 

Apertura de indagación preliminar, del 28 de febrero de 2013, proferida por la 

Procuraduría Provincial de Cartagena; INICIAR INDAGACION PRELIMINAR 

contra el señor RAFAEL ENRIQUE PRETELT MARTÍNEZ, en su condición de 

Presidente del Concejo de Turbaco, al tenor de lo establecido por el artículo 

150 de la ley 734 de 2002.  

 

Auto de investigación disciplinaria, del 15 de octubre de 2013, proferido por 

la Procuraduría Provincial de Cartagena, mediante la cual se les abre 

investigación a los concejales del Municipio de Turbaco.   

 

Reglamento interno del concejo Municipal de Turbaco- Bolívar.  

 

Adición al auto de investigación disciplinaria del 15 de octubre de 2013 y se 

decretan pruebas, del 16 de julio de 2014, proferida por la Procuraduría 

Provincial de Cartagena. 

 

Por último se tiene los antecedentes administrativos de la investigación 

disciplinaria contra del hoy actor.  

 

Con base en los análisis probatorios realizados por la accionada en sede 

disciplinaria considera esta colegiatura que se cumplió a cabalidad los 

razonamientos probatorios, con la debida aplicación de la hermenéutica 

jurídica al caso de marras por lo que no hay lugar a la declaratoria de 

nulidad de acto por estar ajustado a derecho, ni mucho menos se violó el 

debido proceso en el trámite administrativo en el entendido de que se 

evidenció que se garantizó al actor su intervención en todas las 

oportunidades que permite el procedimiento disciplinario.  

 

Lo anterior debido a que del estudio de las pruebas acopiadas en el trámite 

cuestionado y la valoración que se hizo de ellas, se concluye que se acierta 

en considerar los medios probatorios son suficientemente confiables para 

realizar inferencias o deducciones lógicas respecto de la conducta 

investigada.   

En efecto, de las múltiples precisiones de los testigos y de los razonamientos, 

se llega a la conclusión de que sus dichos fueron serios, coherentes y 

congruentes, ello por cuanto no se observa que exista algún interés indebido 
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en la controversia y fueron claros y precisos en determinar que el proyecto de 

acuerdo que se presentó y aprobó es muy distinto al remitido por el 

Presidente de la Corporación, hoy demandante, para su sanción por el 

Alcalde, sin que el encartado acredite lo contrario, es decir, quedó 

demostrado que quien suscribe la remisión del proyecto aprobado para su 

sanción es el Presidente de la Corporación, sin que manifieste una razón 

lógica o justificación de la modificación introducida a lo finalmente 

aprobado que pueda exonerarlo de responsabilidad.     

Así las cosas, como producto de la valoración conjunta de las pruebas, 

resulta confirmada la hipótesis expuesta por la demandada, por los medios 

de pruebas que obran en el proceso y a la vista que no ha sido probado lo 

contrario, lo que evidencia que sea suficiente, en el sentido de que superó la 

duda, llevando al convencimiento judicial de que los hechos que se exponen 

en los fallos sancionatorios son ciertos. 

La relevancia en la prueba es fundamental en el análisis probatorio en las 

providencias judiciales, debido a que, en aquellas pruebas, que mantengan 

conexidad lógica con los hechos del litigio, de manera que ofrecen una base 

cognitiva para establecer la verdad de tales hechos, por lo que para poder 

descartarlas se debe tener certeza de que éstas son contrarias a la verdad, 

cosa que no ocurrió en el presente asunto.   

En efecto, no puede perderse de vista que el principal soporte de las 

decisiones acusadas son los testimonios de los Concejales y los documentos 

en los cuáles quedó la constancia del texto presentado, su discusión y el 

texto aprobado finalmente, por lo que, su análisis debe llevarse a cabo en su 

conjunto y de acuerdo a las reglas de la sana crítica.  

En ese sentido, revisando los testimonios recaudados, se observa que sus 

dichos guardan estrecha relación, pues todos llegan a la misma conclusión, 

en el entendido de afirmar que ellos aprueban el proyecto tal como fue 

presentado por iniciativa del alcalde en su momento, es decir, sin 

modificaciones; de manera que no se ofrecen dudas o inconsistencias en sus 

dichos ni en sus perfiles que resten mérito a estos elementos de juicio, por lo 

que se les debe dar el valor probatorio pertinente (Jeremías Benthan, citado 

por Gorphe, “Los testigos … son los ojos y los oídos de la justicia” ( Gorphe, 

François (2004), apreciación judicial de las pruebas, 3.a, ed. Bogotá Temis, P. 

288))  
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De esta suerte, se reitera, al hacer un estudio de dichas pruebas, se infiere 

que el medio probatorio es suficientemente confiable para extraer de él 

Información segura o que no pueda ser puesta en tela de juicio4.   

Así las cosas, se llega a la conclusión inevitable de que los testigos son fiables, 

debido a que no existe ningún interés de estos en la controversia, son claros y 

precisos en determinar el tramite impartido el proyecto y cómo fue 

aprobado. 

Parra (1994), afirma que “la presunción abstracta de veracidad de los 

hombres, tiene como fundamento la creencia que los hombres en general 

relatan la verdad, quien a subes cita a Nicolás Framarino Dei Malatesta, que 

sostiene: “la presunción consiste en que los hombres en general perciben y 

relatan la verdad, sirve de base a toda la vida social, y es fundamento de la 

credibilidad genérica de toda prueba personal y del testimonio en particular” 

(pág. 39); el cual se ajusta el principio de la buena fe. – art. 865 C.P.-  

Por otro lado, el art. 31 de la Ley 136 de 1994 dispone que los concejos 

expedirán un reglamento interno para su funcionamiento; así las cosas, 

revisado el reglamento interno del Concejo Municipal Turbaco se extrae que, 

según su art. 35, que establece las funciones del Presidente del Concejo, se 

encuentra la suscribir los proyectos de acuerdo aprobados en las plenarias 

permanentes y en las plenarias, así como las respectivas actas. 

 

A su vez el art. 90 establece que cerrado el debate y aprobado el proyecto 

este pasara de nuevo al ponente para su revisión y ordenación con las 

modificaciones que le haya sido introducidas, así mismo que el informe a la 

plenaria para efectos del segundo debate será suscrito por el ponente y 

autorizado con las firmas del presidente y secretario de la comisión.  

 

Por su parte el art. 95 instruye que la mesa directiva remitirá al alcalde para su 

sanción ejecutiva el proyecto de acuerdo aprobado por el Concejo.  

 

En ese orden es presunción de hecho que el actor como ponente, tenía la 

obligación legal revisar el acuerdo aprobado y como presidente  de 

redactarlo y enviarlo al representante legal del ente territorial para su 

                                                           
4  

5 Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la 

buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas. 
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sanción, por lo que no es de recibo el argumento de que exista duda 

razonable que indique que este último no fue el que realizó las 

modificaciones, siendo su deber redactar el acuerdo aprobado y en este 

caso no se probó lo contrario, es decir, por ningún medio de prueba 

demostró el imputado que se dieron circunstancias que impidieron en esta 

oportunidad redactar el acuerdo y remitirlo para su sanción como era su 

deber. 

 

En ese orden de ideas, revisada la actuación disciplinaria, se considera por 

parte de esta Sala que el debido proceso que enmarca los procesos 

disciplinarios6, fue garantizado por entidad demandada debido a que se 

cumplieron todas las etapas de rigor, se resolvieron todos los escritos y/o 

solicitudes presentadas por las partes, con la debida motivación que las 

normas exigen y no se evidencia violación alguna al derecho al debido 

proceso, pues está probado que  el accionante, conoció todas las decisiones 

que se adoptaron en el trámite, tuvo la oportunidad para solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, rendir descargos, alegar de conclusión y para impugnar 

las determinaciones adoptadas por el funcionario investigador.  

 

En lo que tiene que ver con la argumentación de que el alcalde ha debido 

objetar el acuerdo por no ser el éste el que presentó; tenemos que el art. 71 

de la Ley 136 de 1994, regula las iniciativas de los proyectos de acuerdo el 

cual está en manos de los concejales y alcaldes entre otros, no obstante el 

parágrafo establece que los acuerdos a los que se refieren los numerales 2, 3 

y 6 del art. 313 de C.P solo podrán ser dictados a iniciativa del alcalde.  

 

                                                           
6 Ley 1437 de 2011. 

“Artículo 47. Procedimiento administrativo sancionatorio. Los procedimientos administrativos de carácter 

sancionatorio no regulados por leyes especiales o por el Código Disciplinario Único se sujetarán a las 

disposiciones de esta Parte Primera del Código. Los preceptos de este Código se aplicarán también en lo 

no previsto por dichas leyes. 

Las actuaciones administrativas de naturaleza sancionatoria podrán iniciarse de oficio o por solicitud de 

cualquier persona. Cuando como resultado de averiguaciones preliminares, la autoridad establezca que 

existen méritos para adelantar un procedimiento sancionatorio, así lo comunicará al interesado. Concluidas 

las averiguaciones preliminares, si fuere del caso, formulará cargos mediante acto administrativo en el que 

señalará, con precisión y claridad, los hechos que lo originan, las personas naturales o jurídicas objeto de la 

investigación, las disposiciones presuntamente vulneradas y las sanciones o medidas que serian 

procedentes Este acto administrativo deberá ser notificado personalmente a los investigados. Contra esta 

decisión no procede recurso. 

Los investigados podrán, dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación de la formulación de 

cargos, presentar los descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer. Serán 

rechazadas de manera motivada, las inconducentes, las impertinentes y las superfluas y no se atenderán 

las practicadas ilegalmente.” 
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En ese mismo sentido el art. 78 de la normatividad ibídem establece que el 

alcalde puede (facultativo) objetar los proyectos de acuerdo aprobados por 

el concejo, es decir, se trata de una facultad discrecional de dicho 

funcionario; por lo que la consideración realizada por la accionante carece 

de sustento por ser potestad del alcalde y no su obligación.  

 

En ese orden de ideas el actor fue el ponente del proyecto de acuerdo, al 

igual que la persona que suscribe el acuerdo para su respectiva aprobación, 

por lo que la custodia le correspondía como Presidente del Concejo, lo que 

indica que era su deber verificar que tanto el proyecto como el acuerdo 

fueran acordes en lo estudiado y aprobado en los diferentes debates, 

máxime que de conformidad con los estatutos de funcionamiento del 

Concejo es deber de éste redactar el acuerdo aprobado.  

 

En lo referente a las pruebas que se tuvieron en cuenta para proferir el fallo 

disciplinario, el art. 1287 de la norma disciplinaria, establece que toda 

decisión debe estar fundada en pruebas legalmente producidas y aportadas 

al proceso. Revisados los fallos disciplinarios se observa que se hace un 

análisis de las pruebas en las que se basa, para concluir que el actor incurrió 

en una falta sancionable disciplinariamente, tal y como se dejó claro en 

párrafos precedentes.   

 

Tras el análisis del sustento probatorio de los fallos disciplinarios acusados, en 

contraste con las reglas materiales del debido proceso decantadas en esta 

providencia, para la Sala es evidente que en la actuación disciplinaria que 

culminó con los fallos disciplinarios acusados obraba prueba suficiente, más 

allá de simples inferencias y conjeturas, que permitieron obtener el grado de 

certeza exigido por la ley para decretar responsabilidad disciplinaria. 

 

Si bien el cierto el actor alega que no existe claridad en cuanto a la 

modificación del acuerdo que se llevó a sanción municipal, se itera, era 

función de éste redactar el acuerdo que fue aprobado y no existe prueba 

que indique que éste este no fue quien redactó el acuerdo, conforme a lo 

previsto en el Manual o Reglamento del Concejo Municipal de Turbaco.   

 

                                                           
7 Artículo 128. Necesidad y carga de la prueba. Toda decisión interlocutoria y el fallo disciplinario deben fundarse en 

pruebas legalmente producidas y aportadas al proceso por petición de cualquier sujeto procesal o en forma 

oficiosa. La carga de la prueba corresponde al Estado. 
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En efecto, este argumento no es de recibo para la Sala debido a que existen 

pruebas, como el oficio de remisión del acuerdo, el proyecto de acuerdo, las 

actas de debate y los testigos, que ofrecen claridad respecto de la 

conducta del actor, así mismo al comparar el proyecto de acuerdo 

aprobado con el acuerdo enviado al Alcalde para su sanción, se pueden 

evidenciar dichas modificaciones como se presentan a continuación: 

 

Proyecto de acuerdo  Acuerdo municipal 
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Lo anterior evidencia que las consideraciones de la Procuraduría son ciertas, 

en el entendido de que al proyecto de acuerdo aprobado se le realizaron 

modificaciones, sin las competencias y procedimientos establecidos en la ley.  
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De este modo, para la Sala resulta claro que los actos demandados se 

fundaron en los elementos de convicción que brindaron las distintas pruebas 

como las ya enunciadas, los cuales fueron estudiados sistemáticamente y de 

acuerdo con las reglas de la sana crítica, tal y como lo demuestra el análisis 

que, de las pruebas, efectuó la entidad demandada la cual llevó al 

convencimiento de la comisión de la falta disciplinaria. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto y en vista de que el actor no pudo 

desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos acusados 

esta Sala no puede llegar a conclusión distinta que la de negar las 

pretensiones de la demanda.  

 

Costas 

 

En virtud de lo establecido en el artículo 188 del CPACA, procede la Sala de 

Decisión a decidir sobre la condena en costas, bajo los términos de 

liquidación y ejecución previstos en el Código General del Proceso, que en el 

numeral 1º del artículo 365 dispone que estarán a cargo de la parte vencida 

en el proceso cuando objetivamente se cumpla con la regla de no haber 

salido avante en sus pretensiones y de conformidad con el numeral 8 del 

mismo artículo, según el cual solo habrá lugar a costas cuando en el 

expediente aparezca que se causaron.  

 

Así las cosas, se condenará a la parte demandante al pago de costas que 

efectivamente se hayan causado, ordenando a la Secretaría General de 

esta Corporación su liquidación conforme lo dispuesto en el artículo 366 del 

C.G.P., incluyéndose en las mismas las agencias en derecho que procederá a 

fijar dando aplicación al Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

4. DECISIÓN. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Bolívar, Sala de 

Decisión nº 001 administrando justicia en nombre de la República, y por 

autoridad de la ley, 

 

FALLA: 

 

PRIMERO: NIEGÁNSE las pretensiones de la demanda, por lo anteriormente 

expuesto. 
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SEGUNDO: CONDÉNASE en costas a la parte demandante, liquídense por 

secretaria. 

 

TERCERO: Notifíquese esta sentencia, en los términos del artículo 203 de la Ley 

1437 de 2011. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría General, ARCHÍVESE el 

expediente, de conformidad con las tablas de retención documental 

aprobados por el Consejo Superior de la Judicatura. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Constancia: El proyecto de esta providencia fue debatido y aprobado en la 

sesión de la fecha 

LOS MAGISTRADOS 

 

 

 

MARCELA DE JESÚS LÓPEZ ÁLVAREZ  

(Ponente) 

 

 

JOSE RAFAEL GUERRERO LEAL                      

 

DIGNA MARÍA GUERRA  PICÓN      


